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  Foja 5
Exp. 441/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 441/2018

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADAS: POLICÍA VIAL DE LA DIRECCION GENERAL DE SEGURIDAD PUBLICA MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ QUE APLICO LA BOLETA DE INFRACCIÓN FOLIO **********
TERCERO INTERESADO**********

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA      MALDONADO.



	


San Luis Potosí, S.L.P., nueve de julio del dos mil dieciocho. 
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 441/2018, y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal, el catorce de mayo de dos mil dieciocho, compareció el C. **********, a promover juicio contencioso administrativo, señalando como autoridad demandada al Policía Vial de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez que aplico la boleta de infracción folio **********, y a **********como tercero interesado, señalando como acto impugnado el siguiente:
“…La emisión y aplicación de la boleta de multa e infracción en el contenida, identificada con folio ********** de fecha 24 de febrero del 2018, y las consecuencias que esta género…”
II.- En auto de fecha quince de mayo de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a la autoridad señalada como demandada, emplazándola  para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, contestara lo que a su derecho conviniera, así mismo se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, al tercero interesado efecto de que en el término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 233 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, manifestará lo que en su derecho corresponda.
III.- En acuerdo de fecha cuatro de junio de dos mil dieciocho, se recibió escrito firmado por la parte actora en el cual exhibió copia del recibo de cobro con folio ********** expedido por la Tesorero Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, y se ordenó correr traslado con el escrito de cuenta y anexo a la autoridad demandada.

Por otra parte, se tuvo a la Autoridad demandada por no contestada la demanda, al no acreditar el carácter con el que compareció, por lo que se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en auto de quince de mayo de dos mil dieciocho y se le tuvo por precluido su derecho para contestar la demanda y por contestando en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
 Así mismo, se advirtió que ********** no se apersonó a juicio, por lo que se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en auto de quince de mayo de dos mil dieciocho y se le tuvo por precluido su derecho para apersonarse a juicio.
Por otra parte, se tuvo a la actora por admitidas como pruebas: Original de la boleta de infracción con número de folio **********, de fecha 24 de febrero de 2018; Original de la factura con número de folio **********, de fecha 27 de diciembre de 2016, expedida por **********; Original del recibo con folio ********** de fecha 22 de diciembre de 2017, emitido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas; Original de la entrevista del denunciante dictada dentro de la carpeta de investigación con número de expediente **********; Original del oficio **********, expedido en fecha 16 de abril de 2018, por el agente del Ministerio Público del Fuero común, de la Unidad de Investigación y Litigación de la Unidad Especializada en Robo de Vehículos en San Luis potosí, S.L.P.; Copia simple del inventario número **********, de vehículos depositados, expedido por **********; La factura con folio **********de fecha 20 de abril de 2018, expedida por **********; La presuncional legal y humana; y la instrumental de actuaciones, finalmente se fijaron las diez horas con treinta minutos del veinticinco de junio de dos mil dieciocho para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo.
IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, y se hizo constar la inasistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda, e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en período de alegatos, el secretario certificó que estos no fueron formulados por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos al Magistrado para formular el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, 37 fracciones I, VI y VII, 52 y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2 párrafo segundo,  217,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra demostrada, toda vez que la parte actora exhibió a su demanda original de la boleta de infracción impugnada con folio ********** misma que obra en foja 12 de este expediente, a la cual se le concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La personalidad de la Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, así mismo el interés jurídico de la parte actora, quedo acreditado con base a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, con el acto impugnado que acompaña a su escrito inicial de demanda, en el cual se señala como propietario del vehículo infraccionado, con Original de la factura con número de folio **********, de fecha 27 de diciembre de 2016, expedida por **********, relativa al vehículo con número de serie **********, dicho documento obra en la foja 13 del expediente, y merece valor probatorio pleno en términos del artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado.**********
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al fondo del asunto.

En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por la parte actora. 
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan en las fojas 04 a la 10 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. “

SEXTO.- De acuerdo al artículo 250 fracción I y último párrafo del Código Procesal Administrativo del Estado, se deduce el imperativo para el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de analizar de oficio la competencia de la autoridad emisora del acto impugnado, al ser un presupuesto procesal que debe analizarse en primer lugar, conforme a lo establecido en el normativo en cita, dice en lo que interesa lo siguiente:

“ARTICULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:…… I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;… “la Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.”
Además la anterior facultad-obligación, se obtiene del criterio jurisprudencial, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, Segunda Instancia,  XXVI, Diciembre 2007, tesis 2ª/J.218/2007, página 154.

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.”

(Énfasis nuestro)
En ese orden, todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello, pues en un sentido jurídico general, la competencia es la aptitud o potestad asignada legalmente a un órgano de autoridad para actuar con plena validez en determinado sentido, es decir, el conjunto de facultades otorgadas por la ley a las autoridades para que su actuación se vea comprendida dentro de esa esfera de atribuciones, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión, que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida y con anterioridad al hecho que generó el acto autoritario. Lo anterior nos lleva a concluir que las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

En ese sentido de la boleta de infracción impugnada que obra agregada a foja 12 de autos y adquiere valor probatorio pleno, en términos de la fracción I del artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado; se advierte que resulta ilegal, porque la autoridad que la emitió, no acredito ser la competente para la aplicación de infracciones a las disposiciones del Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; con base en lo expresamente determinado por los artículos 23 y 24 del Reglamento Interno de Seguridad Publica de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., 
“Artículo 23.- La Dirección de Fuerzas Municipales, es un órgano dependiente de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal con categoría de Dirección, y es el Área responsable de la planeación, operación, ejecución y regulación de los servicios de Seguridad Pública Municipal.”

“Artículo 24.- La Dirección Tránsito y Policía Vial, como órgano dependiente de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal con categoría de Dirección de Área, tendrá la responsabilidad de la planeación, operación, ejecución, regulación y vigilancia de los sistemas viales y de tránsito en el Municipio.”
El subrayado es propio.

En efecto, conforme a tales preceptos legales, se establece una distinción entre las facultades de la Dirección de Fuerzas Municipales y la Dirección de Tránsito y Policía Vial, ambas como órganos dependientes de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal; y al efecto determina que la facultad relativa a la operación, ejecución, regulación y vigilancia de los sistemas viales y de tránsito en el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., corresponde a la citada Dirección de Tránsito y Policía Vial.

Contrario con lo anterior el Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., también se refiere a la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del propio reglamento, como una facultad propia del Policía Vial, según se desprende de los artículos 3 fracción XXXVIII, 170 y 171 de dicho reglamento que dicen textualmente lo siguiente. 

“Artículo 3. Para los Efectos de este Reglamento se denominara:

(I…..XXXVII)

XXXVIII. Policía Vial. Es el Agente de Tránsito, adscrito a la Dirección de Tránsito y Policía Vial, a cargo de la vigilancia del tránsito, así como la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del presente Reglamento;

La calidad de Policía Vial se acreditara con la credencial que expida la Dirección, en los términos del artículo 33 de la Ley de Seguridad  Publica de San Luis Potosí; es de carácter funcional y competencial y es independiente del nivel que se tenga en la escala jerárquica y cargo en los reglamentos respectivos.”

“Artículo 170. El Policía Vial debe detener la marcha de cualquier vehículo cuando el conductor del mismo esté cometiendo alguna infracción a las disposiciones en materia de tránsito, contenidas en este Reglamento y demás ordenamientos jurídicos que regulan dicha materia.

Ningún vehículo puede ser detenido por policía vial que no porte su placa (gafete o credencial)  de identificación con el número y nombre perfectamente  visibles, ni tampoco por agente de tránsito que, aun portando la placa de identificación respectiva, utilicen para el efecto vehículos, motocicletas o bicicletas no oficiales.”

Artículo 171. Cuando el conductor cometa una infracción a las disposiciones de este Reglamento y demás disposiciones aplicables, el policía vial procederá de la manera siguiente:

I. Indicara al conductor que detenga la marcha de su vehículo en un lugar seguro para los demás usuarios de la vía pública;

II. Se identificará con su nombre y número de placa (gafete o credencial);

III. Señalara al conductor la infracción que cometió y le indicará el o los artículos que lo fundamenta, así como la sanción que proceda por la infracción conforme a la Ley de Ingresos para el Municipio;

IV. Solicitará al conductor la licencia de conducir y la tarjeta de circulación, documentos que serán entregados para su revisión, y devueltos en el mismo sitio inmediatamente después de que los hubiese revisado, salvo que proceda su retención;

V. Si el vehículo se haya estacionado o no se encuentra persona que pueda o quiera atender el requerimiento del policía vial éste elaborará la boleta fijándola en el parabrisas con los requisitos del artículo 173 de este reglamento;

VI. Una vez efectuada la revisión de los documentos y de la situación en la que se encuentre el vehículo, si estos están en orden, el policía vial procederá a llenar la boleta de infracción en forma manual o electrónica, de la que se extenderá una copia al interesado; y

VII. (…)”

En ese orden,  del análisis efectuado a los artículos antes transcritos, la aplicación de las sanciones por infracciones al Reglamento de Tránsito Municipal en el Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., compete a los Agentes de Tránsito, adscritos a la Dirección de Tránsito y Policía
Vial, dependiente de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del citado Ayuntamiento; habida cuenta que del contenido del Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., no se advierte que se faculten a otro tipo de órgano para la emisión de actos de esa naturaleza.

En ese orden de ideas, del contenido de la boleta de infracción impugnada visible a foja 12 de autos se advierte que el acto impugnado derivo de la infracción a disposiciones del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, así como también que  para cumplir con el requisito de identificación plena en términos del numeral 91 fracción II, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí en vigencia, relacionado con lo establecido por el numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; el agente emisor se identificó como policía, con número de gafete **********.
Sin embargo, si bien es cierto que en la boleta de infracción impugnada que obra agregada a foja 12 de autos, se observa que se establece como identificación del agente el número de gafete **********, y como cargo el de policía; también es cierto que obra a foja 32 de autos la copia simple del gafete ********** que fue exhibida por la propia autoridad al pretender contestar la demanda, de la que se obtiene que el agente que suscribió la infracción, es Policía perteneciente a la Dirección de  fuerzas municipales de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.,  y no policía vial.  **********
En esa tesitura, tomando en consideración lo previsto en los artículos  3 fracción XXXVIII, 170 y 171 del Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., el policía que levanto la infracción impugnada carece de competencia para aplicar sanciones por infracciones a las disposiciones por infracciones a las disposiciones del Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., toda vez que no acredito su calidad de policía vial; encontrándose que por ello resulta ilegal el acto impugnado, pues contraviene lo preceptuado por el primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que textualmente ordena lo siguiente: “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.…”

Disposición constitucional trascrita, la cual exige que todo acto de molestia debe derivarse siempre de un mandamiento u orden escrita, que provenga de autoridad competente y que esté debidamente fundado y motivado; sin embargo, en el caso que nos ocupa, es evidente que no se respetó la garantía de legalidad a que se contrae el precepto referido, pues el acto impugnado, consistente en la boleta de infracción No. **********, es ilegal, al haberse emitido por una autoridad incompetente para imponer sanciones, como lo es el policía perteneciente a las fuerzas municipales del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., por tanto, lo procedente será decretar la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, pues la inexistencia de facultades o atribuciones de la autoridad administrativa emisora del mismo, significa que carezca de valor jurídico, siendo ocioso adentrarnos al estudio de los conceptos de impugnación, porque no puede invalidarse un acto legalmente destruido.

Resulta aplicable, por interpretar un precepto legal similar al artículo 250 fracción I y último párrafo del Código Procesal Administrativo del Estado; la Tesis de Jurisprudencia 9/201, aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, en sesión privada del veintinueve de junio de dos mil once, visible de acuerdo con los datos, rubro y texto indicados: Novena Época, Registro: 161237, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXXIV, Agosto de 2011, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 9/2011, Página: 352.

“PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LOS ARTÍCULOS 50, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 51, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, OBLIGAN AL EXAMEN PREFERENTE DE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN RELACIONADOS CON LA INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD, PUES DE RESULTAR FUNDADOS HACEN INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS RESTANTES (LEGISLACIÓN VIGENTE ANTES DE LA REFORMA DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2010). Esta Segunda Sala estima que el criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 155/2007, de rubro: "AMPARO DIRECTO. SUPUESTO EN QUE EL ACTOR EN UN JUICIO DE NULIDAD TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMAR EN AQUELLA VÍA UNA RESOLUCIÓN DE NULIDAD LISA Y LLANA." ha sido superado. Lo anterior, en virtud de que el artículo 50, segundo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, al disponer que cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben analizar primero las que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, implica que dichos órganos jurisdiccionales están obligados a estudiar, en primer lugar, la impugnación que se haga de la competencia de la autoridad para emitir el acto cuya nulidad se demande, incluso de oficio, en términos del penúltimo párrafo del artículo 51 del mismo ordenamiento, el cual establece que el Tribunal podrá examinar de oficio la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada, análisis que, de llegar a resultar fundado, por haber sido impugnado o por así advertirlo oficiosamente el juzgador, conduce a la nulidad lisa y llana del acto enjuiciado, pues ese vicio, ya sea en su vertiente relacionada con la inexistencia de facultades o en la relativa a la cita insuficiente de apoyo en los preceptos legales que le brinden atribuciones a la autoridad administrativa emisora, significa que aquél carezca de valor jurídico, siendo ocioso abundar en los demás conceptos de anulación de fondo, porque no puede invalidarse un acto legalmente destruido..- Contradicción de tesis 294/2010. Entre las sustentadas por el Primer y el Segundo Tribunales Colegiados Auxiliares, con residencia en Guadalajara, Jalisco, y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 8 de diciembre de 2010. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala..- Notas: En términos de la resolución de 22 de junio de 2011, pronunciada en el expediente de solicitud de aclaración de jurisprudencia 2/2011, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación aclaró el texto de la jurisprudencia 2a./J. 9/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 855, para quedar en los términos aquí expuestos.”

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 250 fracción I y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por consecuencia la NULIDAD del acto impugnado, y a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, esta sala Unitaria Procede a dejar la boleta de infracción ********** de fecha veinticuatro de febrero de dos mil dieciocho sin efecto legal alguno, y en términos de lo señalado por el artículo 252 del Código Procesal Administrativa para el Estado, se ordena a la autoridad demandada que le haga la devolución al actor de la cantidad de ********** **********por pago de infracción, según consta en el recibo de cobro con folio ********** expedido por la Tesorería del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, de fecha diecinueve de abril de dos mil dieciocho documental que obra en la foja 28 del expediente en el que se actúa, la cual hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, así como la reintegración de la cantidad de ********** **********por pago de servicio de grúa y pensión, ya que esto se derivó del acto declarado ilegal, según consta en la factura con folio ********** de fecha veinte de abril de dos mil dieciocho, expedida por ********** documental que obra en la foja 17 del expediente en el que se actúa, la cual hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice.

“CONCEPTOS DE VIOLACION ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, 37 fracciones I, VI y VII, 52 y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y los artículos  1, 2 párrafo segundo, 248, 249, 250 fracción I, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado es de resolverse y se resuelve:

PRIMERO. El Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora probó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por ende la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado consistente en la boleta de infracción identificada con el folio **********de fecha veinticuatro de febrero de dos mil diecisiete, dejándose sin efecto legal alguno por las razones vertidas en el considerando Sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.

Así, lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa  con Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano. 
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
